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CONTRATO DE PRESTACION DE SERVICIOS - Objeto. Características / CONTRATO DE PRESTACION DE SERVICIOS - Prohibición de nóminas
paralelas / NOMINAS PARALELAS - Prohibición / CONTRATO DE PRESTACION DE SERVICIOS - Puede celebrarse para la organización de eventos de
capacitación si tal actividad está dentro de las funciones de la entidad / CAPACITACIONES - Es viable el contrato de prestación de servicios si
están previstas como una función de la entidad

Ver la Sentencia de la Corte Constitucional C-614 de 2009

El contrato de prestación de servicios tiene por finalidad realizar actividades relacionadas con la administración de la entidad o el cumplimiento
de sus funciones; su carácter es temporal; el contratista goza de autonomía e independencia para la ejecución de las prestaciones y puede
celebrarse tanto con personas jurídicas como naturales, en este último caso, siempre y cuando las actividades contratadas no pueden cumplirse
con personal de planta o cuando las labores requeridas exigen conocimientos especializados de los que no disponen los servidores de la entidad.
(…) Si bien una interpretación preliminar del numeral 3° del artículo 32 de la ley 80 permitiría concluir que es posible la celebración de este
contrato para la ejecución de cualquier objeto que tenga relación con la administración o funcionamiento del organismo, lo cierto es que el
contenido obligacional se circunscribe a una prestación de hacer, esto es, la realización de actividades o el despliegue de alguna acción o
conducta. (…) La delimitación del objeto del contrato proviene no sólo de las normas positivas que lo definen y que se acaban de analizar, sino
también de disposiciones prohibitivas o restrictivas que indican que el contrato de prestación de servicios no es un medio para suplir la
vinculación de personas naturales en el desempeño de la función pública, ni constituye un instrumento para el cumplimiento propiamente dicho
de ella. (…) Los servicios de apoyo para la organización logística de eventos de capacitación corresponden al objeto del contrato de prestación
de servicios, siempre que tal actividad esté comprendida dentro del ámbito funcional de la entidad.

NOTA DE RELATORIA: Sobre las características del contrato de prestación de servicios, Corte Constitucional, sentencia C-154 de 1997 y sobre su
objeto, Consejo de Estado, Sala de Consulta y Servicio Civil, concepto No. 1299 de 2000. Sobre la prohibición de constituir nóminas paralelas por
contratos de prestación de servicios, Consejo de Estado, Sala de Consulta y Servicio Civil,  concepto No. 939 de 1997. Sobre el carácter
transitorio de este contrato, Consejo de Estado, Sala de Consulta y Servicio Civil, concepto No. 921 de 1997.

FUENTE FORMAL: LEY 80 DE 1993 - ARTICULO 32 NUMERAL 3

CONTRATO DE PRESTACION DE SERVICIOS - Selección del contratista

Si bien los contratos que celebran las entidades públicas están sometidos a las disposiciones comerciales y civiles, salvo lo dispuesto en la ley de
contratación pública (art. 13 ley 80), una de las materias de las que se ocupa el legislador en defensa del interés público comprometido en la
gestión contractual de la administración, es la relacionada con la escogencia del contratista, en cuanto constituye uno de los mecanismos de
garantía de selección objetiva del mismo, en aplicación de los principios que informan la actividad administrativa y, en particular, los de
transparencia, igualdad y economía. Precisamente, en desarrollo del principio de transparencia (art. 24 ley 80), el legislador establece la regla
general de selección del contratista mediante convocatoria pública en igualdad de condiciones (…) Acto seguido establece los casos en los que
el legislador autoriza la contratación directa, entre ellos: a) Cuando se trata de menor cuantía, entendiendo por tal los valores que prevé la ley
en función de los presupuestos anuales de las entidades públicas, expresados en salarios mínimos legales mensuales, y b) Para la prestación de
servicios profesionales o para la ejecución de trabajos artísticos que sólo puedan encomendarse a determinadas personas naturales o jurídicas, o
para  el  desarrollo  directo  de actividades  científicas  o  tecnológicas".  Esta  excepción a  la  regla  general  de  la  licitación  o  concurso,  comprende
solamente aquellas modalidades del contrato de prestación de servicios que correspondan con los supuestos de hecho allí  previstos que
implican una relación de causalidad entre las condiciones, capacidad o conocimientos del contratista y el objeto del contrato, de manera que
resulte  aconsejable  el  establecimiento  del  vínculo  contractual  específico  entre  la  entidad  estatal  y  un  sujeto  determinado,  pues  sobre  estas
bases se justifica exceptuar unos contratos del procedimiento de licitación o concurso, sin perjuicio, claro está, del deber de selección objetiva
(art. 29). Si por el contrario, la prestación del servicio puede ser cumplida por una pluralidad de sujetos que estén en capacidad y condición de
satisfacer los requerimientos de la administración, o se trata de servicios que se ofrecen en el mercado en concurrencia de oferentes, casos en
los que no sea relevante para la entidad quien presta el servicio, sino cubrir la necesidad en las mejores y más eficientes condiciones, allí  no
tienen lugar los supuestos que justifican la excepción a la licitación.

NOTA DE RELATORIA: Levantada la reserva legal con auto e 7 de diciembre de 2009.

FUENTE FORMAL: LEY 80 DE 1993 - ARTICULO 24 NUMERAL 1 / LEY 80 DE 1993 - ARTICULO 29 / LEY 80 DE 1993 - ARTICULO 13

CONSEJO DE ESTADO
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SALA DE CONSULTA Y SERVICIO CIVIL

Consejero ponente: FLAVIO AUGUSTO RODRÍGUEZ ARCE

Bogotá, D. C., veintitrés (23) de noviembre de dos mil cinco (2005)

Radicación numero: 11001-03-06-000-2005-01693-00(1693)

Actor: MINISTERIO DE HACIENDA Y CREDITO PUBLICO

Referencia: Contrato de prestación de servicios. Modalidad de apoyo a la gestión de la entidad. Procedimiento aplicable para su celebración.

La señora Viceministra General de Hacienda y Crédito Público, encargada de las funciones del Despacho del Ministro, por solicitud del señor
Contador General de la Nación, pregunta a la Sala si es viable jurídicamente celebrar un contrato de prestación de servicios para la organización
de eventos de capacitación y el procedimiento de escogencia del contratista y en particular inquiere:

"Cuál es el procedimiento legal y contractual para iniciar los trámites de contratación respectivos?

¿Pueden considerarse los servicios de apoyo para la organización logística de los eventos de capacitación antes descritos, como prestación de
Servicio de Apoyo a la Gestión?

¿Para su contratación se puede aplicar el procedimiento dispuesto en el inciso segundo del artículo 13 del Decreto 2170 de 2002, reglamentario
de la Ley 80 de 1993?"

Se indica que la Contaduría General, como organismo técnico rector de la rendición de cuentas del sector oficial, está llamada a cumplir un rol
estratégico en la construcción de conocimiento en el campo de la contabilidad pública, utilizando la divulgación, la capacitación y la asistencia
técnica para generar otras concepciones y prácticas en el manejo y control de los recursos públicos, de manera que para cumplir sus objetivos
debe promover entre los servidores públicos tales actividades.

Informa que la institución requiere realizar varios eventos de capacitación en diferentes ciudades del país dentro del marco de su Plan
Estratégico de Capacitación, con un costo aproximado de $80.000.000, valor que de acuerdo con lo previsto en el artículo 24, numeral 1°, literal
a ) de la ley 80 de 1993, está dentro del tope de menor cuantía.

Las actividades objeto del contrato serían las de planear, gestionar los aspectos administrativos y de organización logística relacionados con la
ejecución de los eventos de capacitación en distintas ciudades del país, entre ellas, convocar y hacer las gestiones necesarias para garantizar la
asistencia del número de participantes indicado por la Contaduría, coordinar el alquiler del auditorio requerido, disponer los acondicionamientos
locativos y la dotación necesaria - mesas, ayudas audiovisuales, computadores, refrigerios, etc -, elaborar una base de datos de participantes y
de  asistencia,  entregar  los  certificados  de  asistencia,  suministrar  los  materiales  a  los  asistentes  y  aplicar  un  formato  de  evaluación  de  los
seminarios, organización logística de eventos para la cual "la entidad no cuenta con personal suficiente (…) motivo por el cual requiere contratar
dicho servicio".

La Sala considera

Problema jurídico. Con el fin de absolver los interrogantes planteados, la Sala debe determinar de forma abstracta - como fueron formuladas las
preguntas- si las actividades necesarias para atender los requerimientos administrativos y logísticos propios de eventos de capacitación (i)
corresponden a las características y objeto del contrato de prestación de servicios y (ii) si la escogencia del contratista debe efectuarse
mediante licitación o concurso (art. 24 ley 80) o si puede realizarse directamente (ley 80/93, art. 24, 1. d) y decreto reglamentario 2170 de 2002,
art. 13).

1. Elementos del contrato. El estatuto general de contratación regula en el artículo 32, numeral 3° el contrato de prestación de servicios y
determina sus elementos esenciales, en particular su objeto o contenido prestacional y contiene disposiciones especiales para su celebración
con personas naturales. Dispone la norma en cita:

"Artículo 32. (…) 3. Son contratos de prestación de servicios los que celebren las entidades estatales para desarrollar actividades relacionadas
con la administración o funcionamiento de la entidad."

Estos contratos sólo podrán celebrarse con personas naturales cuando dichas actividades no puedan realizarse con personal de planta o
requieran conocimientos especializados.

En ningún caso estos contratos generan relación laboral ni prestaciones sociales y se celebrarán por el término estrictamente indispensable."
(Destaca la Sala )

La jurisprudencia ha precisado así sus características 1 :

"a. La prestación de servicios versa sobre una obligación de hacer para la ejecución de labores en razón de la experiencia, capacitación y
formación profesional de una persona en determinada materia, con la cual se acuerdan las respectivas labores profesionales.

El objeto contractual lo conforma la realización temporal de actividades inherentes al funcionamiento de la entidad respectiva, es decir,
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relacionadas con el objeto y finalidad para la cual fue creada y organizada. (....)

b. La autonomía e independencia del contratista desde el punto de vista técnico y científico, constituye el elemento esencial de este contrato.
(....)

Es evidente que por regla general la función pública se presta por parte del personal perteneciente a la entidad oficial correspondiente y sólo,
excepcionalmente, en los casos previstos, cuando las actividades de la administración no puedan realizarse con personal de planta o requieran
de conocimientos especializados, aquellas podrán ser ejercidas a través de la modalidad del contrato de prestación de servicios.

c. La vigencia del contrato es temporal y, por lo tanto, su duración debe ser por tiempo limitado y el indispensable para ejecutar el objeto
contractual  convenido.  En el  caso de que las  actividades con ellos  atendidas demanden una permanencia  mayor  e  indefinida,  excediendo su
carácter excepcional y temporal para convertirse en ordinario y permanente, será necesario que la respectiva entidad adopte las medidas y
provisiones pertinentes a fin de que se dé cabal cumplimiento a lo previsto en el artículo 122 de la Carta Política, según el cual se requiere que
el empleo público quede contemplado en la respectiva planta y previstos sus emolumentos en el presupuesto correspondiente."

El contrato de prestación de servicios tiene por finalidad realizar actividades relacionadas con la administración de la entidad o el cumplimiento
de sus funciones; su carácter es temporal; el contratista goza de autonomía e independencia para la ejecución de las prestaciones y puede
celebrarse tanto con personas jurídicas como naturales, en este último caso, siempre y cuando las actividades contratadas no pueden cumplirse
con personal de planta o cuando las labores requeridas exigen conocimientos especializados de los que no disponen los servidores de la entidad.

Procede ahora precisar si el objeto del contrato permite su celebración para cumplir labores de apoyo a la gestión de la entidad o si este
corresponde a otro tipo contractual, en cuyo caso, estará regido por las disposiciones civiles o comerciales, especiales o del Estatuto Contractual
que regule el contrato respectivo.

2.1. Alcance del objeto del contrato de prestación de servicios.

Si bien una interpretación preliminar del numeral 3° del artículo 32 de la ley 80 permitiría concluir que es posible la celebración de este contrato
para la ejecución de cualquier objeto que tenga relación con la administración o funcionamiento del organismo, lo cierto es que el contenido
obligacional se circunscribe a una prestación de hacer, esto es, la realización de actividades o el despliegue de alguna acción o conducta.

Así,  dentro de esta modalidad de prestación que delimita el  objeto del  contrato,  las entidades pueden desarrollar una amplia gama de
actividades  relacionadas  con  su  administración  o  con  el  funcionamiento  de  la  entidad,  esto  es,  labores  afines  o  inherentes  a  los  objetivos
misionales de la entidad estatal,  de manera que puedan contar con el  concurso de terceros para facilitar  o apoyar a la entidad en el
cumplimiento de sus funciones públicas o administrativas. Al respecto esta Sala ha sostenido:

"La  finalidad  de  este  contrato  no  es  el  cumplimiento  propiamente  dicho  de  las  funciones  administrativas  o  públicas  a  cargo  de  la  entidad
contratante, sino valerse de un apoyo o colaboración en su cumplimiento (…) (consultas 921 y 951)." 2

Ahora bien, desde esta perspectiva las tareas de apoyo a la gestión de la entidad, en la medida en que comprendan actividades relacionadas
con  el  funcionamiento  de  la  entidad,  el  cumplimiento  de  sus  funciones  y  el  logro  de  sus  fines,  bien  pueden  ser  el  objeto  de  un  contrato  de
prestación de servicios, pues de sus elementos definitorios se desprende tal función del contrato. En otros términos, es de la esencia de este
contrato servir de instrumento de apoyo o colaboración para que la entidad cumpla sus funciones, obteniendo en su beneficio el desarrollo de
actividades que tengan un nexo causal claro o correlación con las tareas que tiene asignadas la entidad.

Así, en el evento consultado de la celebración de un contrato con el fin de atender los requerimientos administrativos y logísticos propios de la
organización de seminarios, la prestación de hacer del contrato debe corresponder con las funciones que tenga asignadas la entidad, esto es, de
capacitación y divulgación, para que pueda acudirse a esta modalidad contractual, de manera que su ejecución represente un apoyo para su
cumplimiento. Debe entonces, existir correlación entre el contenido obligacional del contrato - lo que se compromete a realizar el contratista - y
la función de capacitación, la cual cuando se cumple a través de seminarios, requiere de la atención de los aspectos logísticos.

En el caso de la Contaduría General de la Nación, el decreto 143 de 2004, por el cual se modifica su estructura y determinan las funciones de sus
dependencias, dispone:

"Artículo 2o. Funciones generales. En cumplimiento del objetivo general fijado en el artículo anterior, corresponden a la Contaduría General de la
Nación, las siguientes funciones:

"21. Establecer y desarrollar programas de capacitación, asesoría y divulgación, de las normas, procedimientos y avances de los estudios sobre
contabilidad pública y temas relacionados."

Aquí se pone de presente la existencia de la función de capacitación y divulgación que se pretende cumplir con la organización de seminarios,
para cuya ejecución se proyecta la celebración de un contrato de prestación de servicios, de manera que desde el ángulo del objeto del contrato
que se viene analizando, sería viable su celebración por este aspecto: existe la correlación entre el objeto y las funciones de la entidad y, por
ende, correspondería a actividades relacionadas con su funcionamiento.

Restricciones  para  su  celebración.  La  delimitación  del  objeto  del  contrato  proviene  no  sólo  de  las  normas  positivas  que  lo  definen  y  que  se
acaban de analizar, sino también de disposiciones prohibitivas o restrictivas que indican que el contrato de prestación de servicios no es un
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medio  para  suplir  la  vinculación  de  personas  naturales  en  el  desempeño de  la  función  pública3,  ni  constituye  un  instrumento  para  el
cumplimiento propiamente dicho de ella.

Desde la reforma administrativa de 1968, el decreto ley 2400 de este año previó que "Para el ejercicio de funciones de carácter permanente se
crearán los empleos correspondientes, y, en ningún caso, podrán celebrarse contratos de prestación de servicios para el desempeño de tales
funciones" ( art. 2°), regulación que reitera el artículo 7° del decreto 1950 de 19734.

El decreto 222 de 1983, por su parte, prohibió la celebración de estos contratos "para el ejercicio de funciones administrativas", entendiendo por
estas, las similares a las asignadas a uno o varios empleos de planta, salvo que mediara autorización de la Secretaría de Administración Pública
de la Presidencia (art. 163).

El actual Código Disciplinario Unico - ley 743 de 2002 - consagra en su artículo 48 como falta gravísima "29. Celebrar contrato de prestación de
servicios cuyo objeto sea el cumplimiento de funciones públicas o administrativas que requieran dedicación de tiempo completo e impliquen
subordinación y ausencia de autonomía respecto del contratista, salvo las excepciones legales."

Mediante los anteriores mecanismos y la consagración de consecuencias disciplinarias, se evita, de una parte, la generación de nóminas
paralelas y el desconocimiento tanto del régimen constitucional y legal de la función pública - que prevé unos procedimientos de ingreso al
servicio – y, de otra, la observancia de la finalidad del contrato de prestación de servicios5.

Frente a las hipótesis consultadas, debe colegirse que si las tareas de apoyo a la gestión de la entidad se requieren en forma permanente, el
contrato podrá celebrarse, pero sólo por el tiempo necesario para la ampliación o adecuación de la planta de personal, pues como se advirtió,
este es el mecanismo creado por el ordenamiento para el cumplimiento permanente de funciones públicas.

3. Procedimiento de selección del contratista.

Si bien los contratos que celebran las entidades públicas están sometidos a las disposiciones comerciales y civiles, salvo lo dispuesto en la ley de
contratación pública (art. 13 ley 80), una de las materias de las que se ocupa el legislador en defensa del interés público comprometido en la
gestión contractual de la administración, es la relacionada con la escogencia del contratista, en cuanto constituye uno de los mecanismos de
garantía de selección objetiva del mismo, en aplicación de los principios que informan la actividad administrativa y, en particular, los de
transparencia, igualdad y economía.

Precisamente, en desarrollo del principio de transparencia (art. 24 ley 80), el legislador establece la regla general de selección del contratista
mediante convocatoria pública en igualdad de condiciones6, en los siguientes términos:

"Artículo 24. Del principio de transparencia. En virtud de este principio:

1o. La escogencia del contratista se efectuará siempre a través de licitación o concurso públicos, salvo en los siguientes casos en los que se
podrá contratar directamente: 7(...)"

Acto seguido establece los casos en los que el legislador autoriza la contratación directa, entre ellos:

a) Cuando se trata de menor cuantía, entendiendo por tal los valores que prevé la ley en función de los presupuestos anuales de las entidades
públicas, expresados en salarios mínimos legales mensuales, y

"d) Para la prestación de servicios profesionales o para la ejecución de trabajos artísticos que sólo puedan encomendarse a determinadas
personas naturales o jurídicas, o para el desarrollo directo de actividades científicas o tecnológicas".

Esta excepción a la regla general de la licitación o concurso, comprende solamente aquellas modalidades del contrato de prestación de servicios
que correspondan con los supuestos de hecho allí  previstos que implican una relación de causalidad entre las condiciones, capacidad o
conocimientos del contratista y el objeto del contrato, de manera que resulte aconsejable el establecimiento del vínculo contractual específico
entre la entidad estatal y un sujeto determinado, pues sobre estas bases se justifica exceptuar unos contratos del procedimiento de licitación o
concurso, sin perjuicio, claro está, del deber de selección objetiva (art. 29).

Si por el contrario, la prestación del servicio puede ser cumplida por una pluralidad de sujetos que estén en capacidad y condición de satisfacer
los requerimientos de la administración, o se trata de servicios que se ofrecen en el mercado en concurrencia de oferentes, casos en los que no
sea relevante para la entidad quien presta el servicio, sino cubrir la necesidad en las mejores y más eficientes condiciones, allí no tienen lugar
los supuestos que justifican la excepción a la licitación.

Frente al caso consultado, observa la Sala que las prestaciones destinadas a apoyar la organización logística y administrativa de eventos de
capacitación, si bien requieren del conocimiento y experiencia indispensable para una adecuada ejecución del objeto, las labores enunciadas -
como convocar y promover la asistencia de participantes, coordinar el alquiler del auditorio requerido, disponer los acondicionamientos locativos
y la dotación necesaria - mesas, ayudas audiovisuales, computadores, refrigerios, etc -, elaborar una base de datos de participantes y de
asistencia,  entregar  los  certificados  de  asistencia,  suministrar  los  materiales  a  los  asistentes  y  aplicar  un  formato  de  evaluación  de  los
seminarios - no podrían ser calificadas como contratación de servicios profesionales de aquellos que solo puedan contratarse con determinadas
personas, pues además aparece clara la multiplicidad de oferentes que están en condición de cumplir  con dichas prestaciones, incluso,
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instituciones  públicas  educativas,  organismos  con  experiencia  en  capacitación  o  afines  a  nivel  nacional  o  territorial,  con  las  que  podrían
celebrase convenios interadministrativos para el efecto.

Ahora bien, cuando tienen lugar los supuestos de la contratación directa, esta ha de realizarse conforme a la autorización legal y al reglamento
contenido en el decreto 2170 de 20028, en particular el artículo 13 que dispone en su inciso 1°:

"Artículo 13. De los contratos de prestación de servicios profesionales, o para la ejecución de trabajos artísticos que solo puedan encomendarse
a determinadas personas naturales o jurídicas o para el desarrollo directo de actividades científicas o tecnológicas.  Para la celebración de los
contratos a que se refiere el literal d) del numeral 1º del artículo 24 de la Ley 80 de 1993, la entidad estatal podrá contratar directamente con la
persona natural  o jurídica que esté en capacidad de ejecutar el  objeto del  contrato y que haya demostrado la idoneidad y experiencia
directamente relacionada con el área de que se trate, sin que sea necesario que haya obtenido previamente varias ofertas, de lo cual el
ordenador del gasto deberá dejar constancia."

Nótese cómo el reglamento remite a los contratos de prestación de servicios del literal d) transcrito, sin desarrollar consideraciones o precisiones
adicionales sobre el objeto o función de los contratos y sólo exige la acreditación de capacidad, idoneidad y experiencia, de modo que la
administración tenga certeza sobre la conveniencia de celebrar el contrato con una determinada persona.

De otra parte, el inciso 2° del artículo 13 complementa la reglamentación, en los siguientes términos:

"De igual forma se procederá para la celebración de contratos de prestación de servicios de apoyo a la gestión de la entidad, los que sólo se
realizarán cuando se trate de fines específicos o no hubiere personal de planta suficiente para prestar el servicio a contratar. El contrato que se
suscriba, contendrá como mínimo la expresa constancia de la circunstancia anterior, las condiciones de cumplimiento del contrato incluyendo el
detalle de los resultados esperados y la transferencia de tecnología a la entidad contratante en caso de ser procedente." (Destaca la Sala)

Esta disposición demandada en acción de nulidad, fue objeto de solicitud de suspensión provisional, petición sustentada en que "(...) por
considerarlo gravísimo para el proceder de las Entidades públicas, debe suspenderse el artículo 13 inciso 2º, ya que al compararlo con el artículo
24 de la Ley 80 de 1993, se podrá apreciar que en ninguna de las excepciones al riguroso proceso licitatorio se encuentra la prestación de
servicios  de  apoyo a  la  gestión  de  la  Entidad para  cumplir  fines  específicos  o  cuando no  exista  personal  de  planta  en  la  misma entidad."  La
Sección Tercera de esta Corporación, mediante providencia de junio 5 de 20039, negó la medida cautelar.

Como quiera que está sub judice la norma, la Sala considera improcedente pronunciarse acerca de sus alcances y efectos, por lo que habrá de
estarse  a  lo  que  decida  esta  Corporación  mediante  sentencia  ejecutoriada.  Mientras  esto  no  ocurra,  la  presunción  de  legalidad  de  la
reglamentación se mantiene.

No obstante lo anterior, dada la menor cuantía de la contratación a que alude la consulta, es pertinente la aplicación del literal a) del artículo 24
de la ley 80 de 1993 y por tanto procede la contratación directa.

Finalmente, es preciso advertir acerca de la restricción temporal impuesta por el artículo 33 del proyecto de ley Estatutaria que reglamenta la
reelección del Presidente de la Republica en desarrollo del Acto Legislativo No 02 de 2004 – pendiente del trámite de sanción -, conforme al cual
durante los 4 meses anteriores a la elección presidencial y hasta la realización de la elección en la segunda vuelta, si fuere el caso, se encuentra
prohibida la contratación directa "por parte de todos los entes del Estado".

Se exceptúa de la prohibición anterior "lo referente a defensa y seguridad del Estado, los contratos de crédito público, los requeridos para cubrir
las emergencias educativas, sanitarias y desastres, así como los utilizados para la reconstrucción de vías, puentes, carreteras, infraestructura
energética y de comunicaciones, en caso de que hayan sido objeto de atentados, acciones terroristas, desastres naturales o casos de fuerza
mayor y los que deban realizar las entidades sanitarias y hospitalarias". De manera que la celebración de contratos de prestación de servicios
por el procedimiento de contratación directa sólo podrá realizarse durante el tiempo de la restricción, en los eventos comprendidos en las
excepciones contenidas en el artículo 33 de la ley estatutaria mencionada10.

La Sala responde

Los servicios de apoyo para la organización logística de eventos de capacitación corresponden al objeto del contrato de prestación de servicios,
siempre que tal actividad esté comprendida dentro del ámbito funcional de la entidad.

Por estar sub judice la disposición contenida en el inciso segundo del artículo 13 del Decreto 2170 de 2002 la Sala se abstiene de pronunciarse al
respecto, sin perjuicio de reconocer que la suspensión provisional del mismo fue negada por la Sección Tercera de esta Corporación, razón por la
cual mantiene su presunción de legalidad. No obstante dada la menor cuantía de la contratación a que alude la consulta, es pertinente la
aplicación del literal a) del artículo 24 de la ley 80 de 1993 y por tanto procede la contratación directa.

Trascríbase al señor Ministro de Hacienda y Crédito Publico. Igualmente, envíese copia a la Secretaría Jurídica de la Presidencia de la República.

GUSTAVO APONTE SANTOS ENRIQUE JOSE ARBOLEDA PERDOMO
Presidente de la Sala  
LUIS FERNANDO ALVAREZ JARAMILLO FLAVIO AUGUSTO RODRÍGUEZ A

LIDA YANNETTE MANRIQUE ALONSO
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Secretaria de la Sala

NOTAS DE PIE DE PÁGINA:

1 Sentencia C - 154 de 1997 de la Corte Constitucional, por la cual declaró la exequibilidad de los apartes subrayados del numeral 3° del artículo
32 de la ley 80 de 1993 transcrito, salvo que se acredite la existencia de una relación laboral subordinada. Ver también sentencia C – 056 de
1993.

2 Radicación No 1299 de 2000. Allí también se lee: "El contrato de prestación de servicios, se describe como el celebrado por las entidades
estatales para desarrollar actividades relacionadas con la administración o funcionamiento de la entidad, pueden serlo con personas naturales
cuando no es posible realizar dichas actividades con personal de planta o se requieran conocimientos especializados. En ningún caso generan
relación laboral ni prestaciones sociales (art. 32.3). Las responsabilidades frente a terceros recaen sobre el contratante quien obtiene de su
contratista la ejecución de una o varias tareas que se cumplen por cuenta y riesgo del contratante ya que aquél se limita a realizar la tarea
mediante un pago o remuneración, sin importar el resultado de la operación, negocio o asunto."

3 Esta Sala en la Radicación No 939 de 1997 afirmó: "Sin embargo, la Sala observa que el contrato estatal de prestación de servicios previsto en
la ley 80/83 tiene campo limitado y su realización tratándose de actividades propias de la entidad que contrata,  no pueden estar a la
consideración subjetiva del jefe de la entidad que prescinda de realizarlos con el concurso de los servidores de planta previstos para estos
menesteres; tampoco puede entenderse como instrumento para sustituir dicho personal permanente al cual debe reconocerse no sólo la
remuneración correspondiente, sino las prestaciones y seguridad social señalados en la ley, condiciones que no están dispuestas para los
contratistas por prestación de servicios. //La ley no indica que esa sea la vinculación prevista para el cumplimiento regular de las funciones
públicas y administrativas de los órganos y organismos del Estado; entonces debe entenderse como un medio especial autorizado en el estatuto
contractual que opera en forma de excepción cuando están dados los presupuestos necesarios con arreglo a la ley." Sobre el principio de
primacía de la realidad sobre las formalidades y protección de los derechos laborales, ver sentencia de marzo 18 de 1999 de la Sección Segunda
de esta Corporación, Radicación No 11722 –1198/98.

4 Sobre el carácter transitorio de este contrato, en el Concepto No 921 de 1997 esta Sala sostuvo: "Una nota característica del contrato de
prestación de servicios es que procede exclusivamente para funciones transitorias, por cuanto el artículo 7º del Decreto 1950 de 1973 dispone
que  "en  ningún  caso  podrán  celebrarse  contratos  de  prestaciones  de  servicios  para  el  desempeño  de  funciones  públicas  de  carácter
permanente". Por consiguiente, estos contratos no están previstos para sustituir la institución de la "planta de personal"."

5 Ver sentencia C - 094 de 2003 de la Corte Constitucional mediante la cual declaró exequible el artículo 48 numeral 29 de la ley 734. En ella la
Corte expresa: "De esto se infiere que, de acuerdo con el tenor literal del tipo, la falta disciplinaria se comete en un ámbito más limitado que el
inherente a los contratos de prestación de servicios pues mientras éstos giran en torno a actividades relacionadas con la administración o el
funcionamiento de la entidad, remitiendo, por lo tanto, al amplio espectro del servicio público; los contratos que generan la falta no son los que
se relacionan con tales actividades sino únicamente los que tienen por objeto el cumplimiento de funciones públicas o administrativas. (...) //
Pero si la administración celebra contratos de prestación de servicios y lo hace directamente con las personas que van a prestar el servicio o
suscribe contratos para la prestación de servicios profesionales especializados y en todos esos casos exige dedicación de tiempo completo y
subordina a los contratistas, o si suscribe contratos de prestación de servicios para atender asuntos administrativos y lo hace por más del
tiempo necesario para ampliar la planta de personal, es evidente que ese contrato se desnaturaliza y se generan irregularmente relaciones
laborales que resultan traumáticas para la administración." ( destaca la Sala )

6 Conforme al parágrafo del artículo 30 de la ley 80, se entiende por licitación pública el procedimiento mediante el cual la entidad estatal
formula públicamente una convocatoria para que, en igualdad de oportunidades, los interesados presenten sus ofertas y seleccione entre ellas la
más favorable. Cuando el objeto del contrato consista en estudios o trabajos técnicos, intelectuales o especializados, el proceso de selección se
llamará concurso y se efectuará también mediante invitación pública.

7 El aparte subrayado fue declarado exequible por la Corte Constitucional mediante sentencia C – 400 de 1999, con base en las siguientes
fundamentos: "Para la Corte es claro que la teleología propia de toda la normatividad que propicia la escogencia objetiva de la mejor oferta
formulada por los proponentes previamente calificados, cuyos antecedentes personales sean garantía de seriedad y cumplimiento, no es otra
que la de asegurar la prevalencia del interés general, valor fundante del Estado colombiano al tenor del primer artículo de nuestra Carta
Fundamental; así las cosas, desde este punto de vista, tal normatividad, contenida parcialmente en las normas demandadas, no sólo se ajusta a
la Constitución, sino que es su natural y obvio desarrollo. De otra parte, la Corte encuentra también que la escogencia del contratista mediante
licitación o concurso es un sistema que implícitamente es aceptado por nuestra Carta Política."

8 El artículo 29 de este decreto 2170, derogó el artículo 3° del decreto 855 de 1994 que reglamentaba los literales a) y b) del numeral 1° del
artículo 24 de la ley 80 de 1993.

9 Radicación número: 11001-03-26-000-2003-00010-01(24524)

10 Se había previsto adicionalmente una excepción general para la contratación de "gastos inaplazables e imprescindibles que afecten el normal
funcionamiento de la administración" - de evidente relación con los contratos de prestación de servicios, como quiera que su objeto corresponde
a la realización de actividades relacionadas también con la administración o funcionamiento de la entidad -, pero dicha excepción fue declarada
inexequible por la Corte Constitucional mediante sentencia C - 1153 de noviembre 11 de 2005. // Nótese que por efecto de la decisión de
exequibilidad condicionada del artículo 33, para el Presidente y Vicepresidente se entiende que la prohibición se aplica desde la manifestación
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de interés de presentarse como candidato - seis (6) meses antes de la votación en primera vuelta -, prevista en el artículo 9° de dicha ley
estatutaria.

Fecha y hora de creación: 2025-08-02 17:04:45


